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1.- VISTOS 

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno LUIS ALCIDES MARTÍNEZ CORREA, contra el auto interlocutorio proferido el veintiocho (28) de noviembre de dos mil cinco (2005) por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, por medio del cual concedió redención de pena por actividades laborales y negó la libertad condicional.
2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez de primer grado concluyó que a pesar de encontrarse para ese momento en trámite para ser enviado a uno de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por tratarse de una petición de libertad,  debía proferirse la decisión por parte de ese Despacho. Así entonces, concluyó que no era procedente conceder la libertad condicional al interno por las siguientes razones:

El señor MARTÍNEZ CORREA había sido condenado a la pena de dieciocho (18) meses de prisión, al hallarlo responsable del delito de extorsión modalidad tentada, mediante sentencia del veintiocho (28) de noviembre de dos mil cinco (2005) y para ese entonces había permanecido detenido once (11) meses y veinticinco (25) días.

La conducta punible fue cometida entre el diecisiete (17) y el veintitrés (23) de diciembre de dos mil cuatro (2004), cuando ya estaba en vigencia la Ley 733 del año 2002, codificación que en su artículo 11 excluía de beneficios y subrogados a los autores de varios delitos, entre ellos, la extorsión.

Sobre la favorabilidad penal invocada por el sentenciado, dilucidó que el advenimiento del nuevo modelo procesal penal no significaba que la Ley 733 estuviere derogada, toda vez que era una normatividad penal distinta que ninguna alteración sufrió con la entrada en vigencia del sistema acusatorio. En especial, por cuanto la libertad condicional era una figura regulada por la Ley 599 de 2000, Código Penal plenamente vigente y  por la citada Ley 733, que conservaba su vigencia en todo lo regulado por el código sustantivo. 
Destacó que la Ley 906 de 2004 sólo había modificado el aspecto procedimental, incluso, en su artículo 471 hacía remisión expresa al Código Penal en lo que refería con la concesión de la libertad condicional. En ese orden de ideas, era lógico que al encontrarse vigente, también lo estuviera su artículo 65 –sic- que regulaba el otorgamiento del beneficio liberatorio con sus respectivas excepciones legales, en clara referencia al artículo 11 de la Ley 733 anteriormente mencionado. Ello explicaba el por qué cuando la Ley 906 al referirse a la libertad condicional no distinguía conductas punibles, es decir, porque había quedado incólume la prohibición para delitos como el de la extorsión, por la cual había sido juzgado el señor MARTÍNEZ CORREA.
3.-  RECURSO

Refiere el interno al manifestar su disenso con la decisión proferida, que la Ley 733 de 2002 es abiertamente discriminatoria y pone a los procesados en un amplio margen de desigualdad. Considera que con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, se derogó tácitamente la prohibición contenida en su artículo 11. Incluso, el artículo 64 del Código Penal, modificado por el artículo 5º de la Ley 890 de 2004 estableció dos requisitos para el otorgamiento de la libertad condicional: El primero de carácter objetivo, consistente en el cumplimiento de las 2/3 partes de la pena, y el otro, subjetivo.

Cita apartes de jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y de esta misma Sala, referidas a la aplicación de las normas favorables contenidas en el sistema acusatorio colombiano y desestima el criterio según el cual quedó vigente lo reglado en el artículo 11 de la Ley 733, ya que en su concepto tal como quedó redactada la norma del artículo 64 no se hizo ninguna excepción de beneficios para la libertad condicional.

De manera especial, se ocupa de la modificación de la Ley 733 de 2002 y dice que la misma es en parte penal y en otra, procedimental, concretamente sus artículos 11 y 14. Paralelamente, vinieron los artículos 35 y 471 de la Ley 906 que modificaron la competencia de los jueces especializados. Refiere que la libertad condicional no es una actuación del juez penal y que por ser una actuación netamente procedimental es del resorte del juez de ejecución de penas.

Estima que al haber dos (2) normas procedimentales vigentes: Artículos 11 y14 de la Ley 733 de 2002, y 35 y 471 de la Ley 906 de 2004; y, y dos (2) normas penales igualmente vigentes: artículos 64 del Código Penal y 5º de la Ley 80 de 2004; se debe por el mandato constitucional contenido en el inciso 3º del artículo 29, aplicar la norma más benigna para el procesado, que en este caso serían los artículos 471 de la Ley 906 y el artículo 64 de la Ley 599, con la modificación hecha por la Ley 890 de 2004. Señala decisiones de diferentes funcionarios judiciales que han atendido tal mandato y han aplicado la favorabilidad penal.    

Solicita entonces, sea revocado el auto apelado y se le conceda la libertad condicional, para lo cual afirma que cumple con todas las exigencias de ley para acceder a tal beneficio.

4.-  SE CONSIDERA

No otra podría haber sido la determinación tomada por el Juzgado de instancia, habida cuenta que aún subsiste en nuestro ordenamiento jurídico, una codificación especial que impide que los responsables de ciertos delitos, considerados por el legislador como graves, accedan a beneficios diferentes a aquellos que se otorgan por la colaboración efectiva con las autoridades judiciales.

Es imposible desconocer que el instituto de la libertad condicional fue modificado de manera expresa,  en virtud de lo dispuesto en el artículo 5º de la Ley 890 de 2004; sin embargo, tal variación se refirió única y exclusivamente a las fracciones de la pena que debían ser descontadas antes de acceder a tal beneficio, dado que si antes se exigía el cumplimiento de las tres quintas (3/5) partes de la condena, a partir de su vigencia
 el monto se aumentó a las dos terceras (2/3) partes. Significa lo anterior, que en verdad, no se puede hablar de que la norma del artículo 64 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal) tal como quedó, sea más benéfica para los sentenciados. Para corroborar tal enunciado, basta con realizar de manera didáctica los respectivos cálculos matemáticos sobre la cantidad de pena a descontar como requisito objetivo para acceder a tal gracia: Tomemos por ejemplo una pena de cien (100) meses de prisión. Las tres quintas (3/5) partes serán (anterior sistema) sesenta (60) meses; sin embargo, a la hora de ahora, será necesario que se descuenten las dos terceras (2/3) partes, es decir, sesenta y seis (66) meses y veinte (20) días de reclusión, antes de acceder a la  libertad condicional.

Visto desde esta óptica, y debido a que la norma en comento conservó la redacción que originalmente tenía, es forzoso para la Sala colegir que no se estructuró la figura de la favorabilidad penal, habida cuenta que al fin y al cabo, tal como están las cosas la norma reporta una exigencia mayor a la hora de otorgar el beneficio liberatorio.

Es necesario acotar entonces, tal como lo manifestara el señor Juez de primera instancia –y como ha sido el criterio de esta Sala-, que continúa plenamente vigente la prohibición contenida en el artículo 11 de la Ley 733 de 2002 sobre el acceso a varios beneficios, entre ellos la libertad condicional, para los autores de delitos graves como la extorsión, conducta punible por la cual fuera juzgado y condenado el señor MARTÍNEZ CORREA. Por ende, no se ve posible por el momento, que el sentenciado acceda a tal beneficio, dado que, se repite, no se puede considerar que lo dispuesto en la Ley 790 de 2004 haya modificado la talanquera establecida al respecto en la ya citada Ley 733.

Si bien es cierto, el recurrente hace mención de diferentes decisiones que han permitido la aplicación de normas más favorables contenidas dentro del sistema acusatorio, a quienes fueron condenados por hechos cometidos antes del primero (1º) de enero de dos mil cinco (2005) –criterio que esta Sala comparte como ha quedado evidenciado en múltiples decisiones-, no lo es menos que, como ya se vio, no existe en la actualidad una disposición que permita soslayar la infranqueable barrera legal que impide la concesión de la libertad condicional que actualmente se pretende. Al respecto, vale la pena destacar por ejemplo que el artículo 471 de la Ley 906 de 2004, varias veces citado por el recurrente -concerniente con la libertad condicional- remite a lo dispuesto en el Código Penal, es decir, a su artículo 64 que conserva la estructura normativa que originalmente se le imprimió. No otra interpretación se le puede dar a tal remisión.
Así las cosas, la mejor alternativa a la que puede acceder el sentenciado, en aras de disminuir su tiempo de detención física, es continuar con la buena conducta que ha mantenido hasta ahora en el interior del penal y seguir accediendo a redenciones de pena, ya sea por estudio o por trabajo; camino que seguramente le permitirá obtener más prontamente su libertad.

En ese orden de ideas, se confirmará el auto interlocutorio apelado. 

5.- DECISIÓN  

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, que fue objeto de alzada.

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Secretaria de la Sala           
� El artículo 15 de la Ley 890, publicada en el diario oficial número 45.602 del 7 de julio de 2004   dispuso: La presente ley rige a partir del 1° de enero de 2005, con excepción de los artículos 7º a 13, los que entrarán en vigencia en forma inmediata.
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